STJSL-S.J. – S.D. Nº 005/21.-

--En la Provincia de San Luis, a diecisiete días del mes de marzo dos mil veintiuno, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros, Dres. JORGE ALBERTO LEVINGSTON, ANDREA CAROLINA MONTE RISO, JORGE OMAR FERNÁNDEZ, DIANA MARÍA BERNAL y CECILIA CHADA - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “TYCZYNSKA ROCHA c/ HOPE SRL ORRADRE PABLO y OTROS s/ LABORAL - RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX EXP Nº 290981/16.

Conforme al sorteo practicado oportunamente, con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal, Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dras. CECILIA CHADA, ANDREA CAROLINA MONTE RISO y habiendo asumido los Dres. JORGE ALBERTO LEVINGSTON, DIANA MARÍA BERNAL y JORGE OMAR FERNÁNDEZ, pasa a éstos para su votación.
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del Código Procesal Civil?

III) En caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿Cuál es la ley a aplicarse, la interpretación que debe hacerse del caso en estudio, o la jurisprudencia contradictoria a unificarse?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN, la Dra. CECILIA CHADA, dijo: 1) Que en ESCEXT Nº 13148807, de fecha 04/12/2019, el actor, por apoderado, interpuso recurso de casación en contra de la Sentencia Definitiva N° 83 de fecha 27 de noviembre de 2019 (actuación N° 13076756), dictada por la Cámara de Apelaciones Sala Civil, Comercial, Minas y Laboral de la Tercera Circunscripción Judicial, que resolvió desestimar su recurso de apelación.
2) Que en ESCEXT Nº 13233871, de fecha 16/12/2019, fundamentó el recurso en las causales previstas en el art. 287 incs. a) y b) del CPC y C.
3) Que pasado el expediente a dictar sentencia corresponde examinar, en primer término y en esta primera cuestión, el cumplimiento de los recaudos formales establecidos en los artículos 286 y ss. del CPC y C para la admisión del recurso.

En tal sentido, advierto que de las constancias del sistema surge que la sentencia recurrida fue notificada el día 29/11/2019, por lo que el recurso de casación se interpuso y fundó en término (arts. 289 y 124 del CPC y C).
De igual modo, que el recurso ataca una sentencia definitiva (art. 286 CPC y C), y el recurrente por su condición de trabajador se encuentra comprendido en la exención prevista por el art. 290 del CPC y C en relación con el depósito casatorio.

En consecuencia, y en mérito a lo dispuesto por el art. 301 inc. a) del CPC y C., debe considerarse en este estudio preliminar que el recurso articulado es formalmente admisible, por lo que VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.
Los Señores Ministros, Dres. ANDREA CAROLINA MONTE RISO, JORGE ALBERTO LEVINGSTON, DIANA MARÍA BERNAL y JORGE OMAR FERNÁNDEZ y comparten lo expresado por la Sra. Ministro Dra. CECILIA CHADA y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.

A LA SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN, la Dra. CECILIA CHADA, dijo: 1) Que al fundamentar el recurso el actor sostuvo que el a-quo incurrió en una errónea interpretación de normas legales -Ley de Contrato de Trabajo, arts. 1, 2, 3 Código Civil y Comercial, Art. 59 y 210 de la Constitución de la Provincia de San Luis y Arts. 14, 14 bis y 75 de la C.N., principios protectorios y de progresividad plasmados en tratados internacionales con supremacía constitucional.

Asimismo, que el fallo dejó de aplicar las normas que corresponden, por lo que también incurrió en la causal contemplada en el art. 287 inc. a) del CPC y C.
Afirmó, que los Camaristas al sentenciar no tuvieron en cuenta ni aplicaron preceptos legales de vital importancia como son los impuestos por la Ley de Contratos de Trabajo y en los cuales se asientan principios vitales y básicos que estructuran todo el derecho laboral (principio de irrenunciabilidad, indubio pro operario, primacía de la realidad y fraude laboral); como así también, omitieron aplicar principios esenciales del derecho como ser el principio de irretroactividad de la ley.

Indicó que la sentencia no tiene ningún tipo de fundamentación, ni legal, ni jurisprudencial, lo que la convierte en laxa, sin fundamentación seria.

Aseveró que tanto la sentenciante de primera instancia como los Sres. Camaristas debieron aplicar Ley de Contrato de Trabajo y no el nuevo Código Civil y Comercial que entró en vigencia tiempo después de que se dispuso el despido.

Asimismo, luego de exponer diversas consideraciones en relación a la aplicación del novel Código Civil y Comercial, concluyó en que no se puede aplicar al trabajador una normativa ajena al Derecho Laboral (art. 1520 del C.C.y C.N.).
Explicó que la co-demandada Freddo S.A., al momento de contestar la demanda reconoció y aportó un contrato de franquicia que resultaba inoponible al trabajador; y adujo que el principio protectorio del Derecho Laboral exige una interpretación amplia del artículo 30 de la Ley 20.744 extendiendo los alcances de la solidaridad laboral en casos como el de autos.

Citó doctrina y jurisprudencia en apoyo de su pretensión.
Luego dijo que la ley que regula las relaciones laborales es la Ley N° 20.744, sancionada en el año 1976, y que el Código Civil y Comercial entró en vigencia el 1° de agosto del año 2015; que si bien es cierto que existe el principio que dispone que “ley posterior deroga ley anterior”, en la cuestión bajo tratamiento rige la norma laboral “especial”, por lo que -sostuvo- que lo dispuesto en el nuevo código sólo se aplicaría ante la ausencia o insuficiencia de normativa específica, es decir, ante alguna laguna del derecho especial, o cuando expresamente éste remita a aquel.

En definitiva, sostuvo que correspondía aplicar el art. 30 LCT y extenderse la condena a Freddo S.A.

2) Que en ESCEXT Nº 13448315, de fecha 12/02/2020, la co demanda Freddo S.A. contestó el recurso y en base a las consideraciones que expuso y que tengo por reproducidas brevitatis causae, solicitó su rechazo.
3) Que el Sr. Procurador General contestó vista en actuación Nº 13707676, de fecha 18/03/2020, pronunciándose por el rechazo del recurso.

Al dictaminar sostuvo que: “la aplicación del art. 30 LCT ha sido objeto de disímiles interpretaciones en la doctrina y la jurisprudencia y se relaciona con el tipo de actividad de la que se trate en cada caso. Cuestión sobre la que dio claridad el art. 1520 del nuevo CCC, pero que sigue siendo considerada por los tribunales laborales una pauta orientadora frente a la LCT. De lo que se colige que, sin discutir la cuestión de la aplicación retroactiva de tal disposición, los tribunales, como en el sub examine, han debido ponderar el caso concreto y discernir si la solidaridad impuesta por la norma laboral es viable o no, criterio este último seguido por los tribunales ordinarios en la presente causa.”

También puntualizó que entre las empresas codemandadas existió un contrato de franquicia, y que la cuestión es que “no se probó ni una situación de subcontratación, o cesión, ni de fraude, que pudiesen habilitar la aplicación del art. 30 LCT, tampoco se probó configurado un caso de múltiples empleadores”, por lo que concluyó que “en la resolución recurrida no se configura ningún error de derecho permita habilitar la intervención del más Alto Tribunal de la Provincia mediante la instancia casatoria”.
4) Que pasados los autos a dictar sentencia corresponde entrar en el tratamiento sustancial del recurso y dilucidar si la Excma. Cámara al fallar incurrió en errónea aplicación o interpretación legal dado que de no ser así la casación no podría prosperar. 
En este sentido, es propicio recordar que no siendo la casación una tercera instancia y estando perfectamente caracterizados los motivos que le dan cabida, los agravios solo pueden canalizarse por las causales apuntadas en el art. 287 del CPC y C. con mención de la ley que se reputa violada, indicando concretamente en que consiste la infracción o el error.

Ello así, puesto que tal como se ha precisado, el recurso de casación solo tiene viabilidad en el caso que exista “un motivo legal (o causal); por ende no es suficiente el simple interés -el agravio- sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado -objetivado- por la ley.” (Juan Carlos Hitters, “Técnica de los recursos extraordinarios y de la casación”, 2da. Edición, p.213).

Pues bien, partiendo de tales lineamientos, y luego de merituados los fundamentos expuestos en el escrito postulatorio, considero que los agravios del recurrente son insuficientes y no ponen de manifiesto la existencia de ninguna de las causales de casación invocadas (errónea aplicación e interpretación normativa).

En efecto, tengo para mí que la interpretación errónea de la ley se lleva a cabo cuando no se le da a la disposición su verdadero sentido, haciendo derivar de ella consecuencias que no resultan de su contenido, es decir, se elige bien la normativa pero se le asigna un significado distinto al que realmente tiene; y la omisión o desconocimiento de la ley consiste en no aplicar a un hecho la regla que le corresponde. (Cfr. Juan Carlos Hitters. “Técnica de los recursos extraordinarios y de la casación”, 2da. Edición, p. 277 y ss.).
Que en esta inteligencia, es evidente que los planteos formulados no involucran una errónea interpretación o aplicación legal, sino aspectos fácticos y probatorios que son propios de los jueces de la causa e irrevisables en casación.

La sentencia dictada por la Excma. Cámara -S.D. Nº 83 de fecha 27/11/2019- rechazó la condena solidaria de Freddo S.A. por considerar que no correspondía la aplicación del art. 30 LCT al contrato de franquicia –resaltó que sobre este aspecto ya se había manifestado la Suprema Corte de la Nación-; asimismo, dijo que en el caso no se daba ninguno de los supuestos previstos en la norma para la adjudicación de responsabilidad solidaria, y que no existía prueba alguna que lo justifique, como tampoco fraude laboral.
Entiendo que la Excma. Cámara fue clara al resolver en concordancia con el criterio mantenido por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el famoso caso "Rodríguez, Juan Ramón c/ Compañía Embotelladora Argentina S.A." (Fallos, 316:713) en el que el Cimero Tribunal sostuvo que no correspondía la aplicación del art. 30 de la Ley de Contrato de Trabajo toda vez que un empresario suministre a otro un producto determinado desligándose expresamente de su ulterior procesamiento, elaboración y distribución, es decir respecto de los contratos de distribución, franquicia y otros.

Y siguiendo las pautas del referido precedente en el que la Corte también precisó que: "las gravísimas consecuencias que se derivan de la extensión de responsabilidad patrimonial a terceros ajenos en principio a la relación sustancial, requiere la comprobación rigurosa de los presupuestos fácticos establecidos en el art. 30 LCT.”, con criterio propio, valoró las circunstancias fácticas comprobadas en la causa y concluyó en que no concurrían ninguno de los supuestos previstos en la norma para adjudicar responsabilidad solidaria, como tampoco una situación de fraude laboral.

Para refutar lo decidido el actor, por una parte, expuso que la Excma. Cámara interpretó erróneamente distintas disposiciones legales que citó de modo genérico (vgr. Ley de Contrato de Trabajo, arts. 1, 2, 3 Código Civil y Comercial, arts. 59 y 210 de la Constitución de la Provincia de San Luis y arts. 14, 14 bis y 75 de la C.N.), y por otra parte, que omitió aplicar preceptos y principios legales propios del derecho del trabajo (principio de irrenunciabilidad, indubio pro operario, primacía de la realidad y fraude laboral), para luego concluir afirmando enfáticamente que correspondía aplicar a su reclamo el art. 30 LCT y extenderse la condena a Freddo S.A.

Ante ello es claro que el embate recursivo no demuestra el error jurídico que le atribuye al fallo, ni identifica -con precisión, ni con el rigor requerido- el yerro en el que incurrió el a quo, sino que se limita a invocar normas y principios jurídicos, ya sea generales o específicos de la materia laboral, en procura de obtener la aplicación del art. 30 LCT y hacer extensiva la responsabilidad a Freddo S.A. con argumentos que inevitablemente involucran aspectos fácticos y probatorios de la causa, y que no son revisables en esta vía impugnativa excepcional. 
En definitiva, en mi opinión, el a quo justificó razonablemente porque no correspondía subsumir el caso a las disposiciones cuya aplicación procuraba obtener el recurrente (art. 30 LCT), por lo que la revisión de lo resuelto, en los términos que propone el recurso, llevaría a examinar cuestiones que son ajenas a la casación.

Tal como se ha sostenido: “La evaluación de las circunstancias fácticas necesarias para la configuración de la situación contemplada por el art. 30 de la Ley de Contrato de Trabajo constituye una típica cuestión de hecho y prueba, propia de los jueces de la instancia ordinaria e irrevisable en casación, salvo que se demuestre que la decisión de grado es absurda.” (SCJ, Buenos Aires; 11/02/2009; Ercorena, Miguel Ángel vs. Vuga, Marta Alicia y otras s. Indemnización por despido. Jurisprudencia de la Provincia de Buenos Aires; L 93235; RC J 4072/10).

Asimismo: “Corresponde el rechazo del recurso de casación planteado…la subsunción legal, la interpretación y la aplicación que se concrete de la solidaridad laboral, no puede desprenderse de los hechos, pruebas y circunstancias causísticas del caso en particular.” (TSJ, Santa Cruz; 23/04/1999. Sudan, Alejandro vs. Compañía Argentina de Petróleo S.A. (CAPESA) y otras s. Despido y cobro de haberes - Recurso de casación; Sumarios Oficiales Poder Judicial de Santa Cruz; RC J 920/13); “Debe desestimarse el recurso de inaplicabilidad de ley incoado en el marco de un proceso laboral, toda vez que los cuestionamientos del recurrente, dirigidos a impugnar la decisión de grado en torno a la inexistencia de solidaridad entre los codemandadas, impone necesariamente el análisis de los hechos y pruebas relativas a la configuración o no de los presupuestos a los que la Ley de Contrato de Trabajo subordina la aplicación del art. 30, situación que -de ser atendida- llevaría a la Corte a renovar el análisis y la propia valoración de las circunstancias fácticas obrantes en autos, hecho éste que, se encuentra excluido del ámbito de la casación por esta vía.” (Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires • Párraga, Raúl c. Jac Celular S.A. y otra. 03/12/2008. La Ley Online • AR/JUR/28740/2008)

Así pues -reitero- que, a pesar del intento del recurrente de encuadrar el recurso dentro de las causales de casación, sus alegaciones no se presentan como una crítica demostrativa de una errónea aplicación o interpretación legal, sino que solo evidencian una opinión discrepante en procura de lograr la condena solidaria de su co demandada.

Como corolario de lo expuesto, es preciso recordar que el recurso de casación no procura una tercera instancia con el fin de revisar la justicia de las sentencias de los tribunales de grado, sino, antes bien, el restablecimiento del imperio de la ley a través de la correcta hermenéutica en atención principalmente a consideraciones de interés público vinculadas con la seguridad jurídica con preponderancia sobre los intereses de las partes en un litigio singular, aunque sin excluir la finalidad de justicia en el caso concreto.

Entonces, de conformidad con lo dictaminado por el Sr. Procurador General, y por no configurarse ninguno de los motivos de casación invocados (incs. a y b del art. 287 CPC y C), corresponde el rechazo del recurso.
Por lo que, VOTO a esta SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN por la NEGATIVA.
Los Señores Ministros, Dres. ANDREA CAROLINA MONTE RISO, JORGE ALBERTO LEVINGSTON, DIANA MARÍA BERNAL y JORGE OMAR FERNÁNDEZ y comparten lo expresado por la Sra. Ministro Dra. CECILIA CHADA y votan en igual sentido a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.
A LA CUARTA CUESTIÓN, la Dra. CECILIA CHADA, dijo: Atento a la forma en que se ha votado las cuestiones anteriores, corresponde rechazar el recurso de casación interpuesto. ASÍ LO VOTO. 

Los Señores Ministros, Dres. ANDREA CAROLINA MONTE RISO, JORGE ALBERTO LEVINGSTON, DIANA MARÍA BERNAL y JORGE OMAR FERNÁNDEZ y comparten lo expresado por la Sra. Ministro Dra. CECILIA CHADA y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.
A LA QUINTA CUESTIÓN, la Dra. CECILIA CHADA, dijo: Costas al recurrente vencido (art. 68 del CPC y C. y 111 CP Laboral). ASÍ LO VOTO.

Los Señores Ministros, Dres. ANDREA CAROLINA MONTE RISO, JORGE ALBERTO LEVINGSTON, DIANA MARÍA BERNAL y JORGE OMAR FERNÁNDEZ y comparten lo expresado por la Sra. Ministro Dra. CECILIA CHADA y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Señores Ministros, la sentencia que va a continuación. 

San Luis, diecisiete de marzo de dos mil veintiuno.

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el recurso de casación interpuesto.

II) Costas al recurrente vencido. 
REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.

///…
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Sres. Ministros del Superior Tribunal de Justicia Dres. JORGE ALBERTO LEVINGSTON, ANDREA CAROLINA MONTE RISO, JORGE OMAR FERNÁNDEZ, DIANA MARÍA BERNAL y CECILIA CHADA, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis.
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